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  RECURSO DE REVISIÓN  905/2018-2.

COMISIONADO PONENTE: 

pAULINA SÁNCHEZ PÉREZ DEL POZO

MATERIA:

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

SUJETO OBLIGADO:

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA Y CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO.


San Luis Potosí, San Luis Potosí. Acuerdo del Pleno de la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, correspondiente a la sesión del 13 trece de febrero de 2019 dos mil diecinueve. 

VISTOS, para resolver, los autos del recurso de revisión identificado al rubro; y

RESULTANDO:

PRIMERO. Solicitud de acceso a la información pública. Según consta en la Plataforma Nacional de Transparencia en el folio 00801518 cero, cero, ochocientos un mil quinientos dieciocho, el 12 doce de octubre de 2018 dos mil dieciocho el PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ recibió una solicitud de acceso a la información pública en donde se le pidió la información siguiente
:
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“…en términos de los artículos 97, 98, 99 y 100 de la ley organica del poder judicial del estado, solicito se envie a mi correo en formato electronico copia simple del documento donde conste que los titulares de los siguientes organos del Consejo de la Judicatura :el Instituto de Estudios Judiciales, Promoción, y Desarrollo de los Derechos Humanos; la Visitaduría Judicial; la Contraloría del Poder Judicial del Estado; la Dirección Jurídica; la Unidad de Estadística y Seguimiento; y el Centro Estatal de Mediación y Conciliación; asi como de los secretarios ejecutivos de administración, pleno y carrera judicial y el de vigilancia y disciplina, acreditaron previo a su designación contar con la experiencia profesional de la profesión que ostentan.  No es valido la experiencia en el cargo adquirida despues de la designación, porque la ley exige experiencia en la profesión que deben contar para ocupar el cargo.  No es valido para el sujeto obligado argumentar que se debe acudir a recibir los documentos pretextando imposiblidad para escanear documentos, porque se trata de  tecnologia minima y de una argucia para atemorizar al ciudadano. …”    

SEGUNDO. Respuesta a la solicitud de acceso a la información pública. El 29 veintinueve de octubre 2018 dos mil dieciocho el sujeto obligado notificó al solicitante, por el mismo medio electrónico, la respuesta a la solicitud de acceso a la información pública, misma que es como sigue
:
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TERCERO. Interposición del recurso. El 10 diez de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, mediante registro RR00039518 en la Plataforma Nacional de Transparencia, el solicitante de la información interpuso recurso de revisión contra la de respuesta a su solicitud de acceso a la información pública mencionada en el punto anterior, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública el día 10 diez del referido mes y año, es decir, al día hábil siguiente al que fue interpuesto, por haber sido interpuesto ante el sistema en un día inhábil, ello de conformidad con el Acuerdo de Pleno S.O. CEGAIP-208/2014. 

CUARTO. Trámite del recurso de revisión ante esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública. Mediante auto del 13 trece de noviembre de 2018 dos mil dieciocho la presidencia de esta Comisión de Transparencia tuvo por recibido el recurso de revisión, por lo que, por razón de turno, tocó conocer a la ponencia de la Licenciada Paulina Sánchez Pérez del Pozo por lo que se le turnó dicho expediente para que procediera, previo su análisis, a su admisión o desechamiento según fuera el caso.

QUINTO. Auto de admisión y trámite. Por proveído del 28 veintiocho de noviembre de 2018 dos mil dieciocho la Comisionado Ponente, acordó la admisión del recurso de revisión por actualizarse las hipótesis establecidas en las fracciones V y VII del artículo 167 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, de la misma manera:

· Registró en el Libro de Gobierno el presente expediente como RR-905/2018-2 PLATAFORMA.

· Admitió a trámite el presente recurso de revisión.

· Tuvo como sujeto obligado al SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA EN EL ESTADO POR CONDUCTO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO, A TRAVÉS DE SU PRESIDENTE Y DEL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.
· Se le tuvo al recurrente por señalada dirección electrónica para oír notificaciones.

· Se puso a disposición de las partes el expediente para que en un plazo máximo de 7 siete días manifestaran lo que a su derecho conviniera –ofrecer pruebas y alegar–.  

Asimismo, en ese auto la ponente expresó que el sujeto obligado debería informar a esta Comisión de Transparencia si la información que le fue solicitada:

· Se encontraba en sus archivos.

· Si estaba obligado a documentar esa información de acuerdo a sus facultades, competencias o funciones en el formato que el solicitante pidió –conforme a las características físicas de la información o del lugar en donde se encuentre y si la información se encuentra en una base de datos–.

· Se encontraba en una de las excepciones del derecho de acceso a la información como impedimento legal para su entrega –cuando se trate de información reservada o confidencial–. 

· Por otra parte, la ponente ordenó el traslado a las autoridades con la copia simple del recurso de revisión; se les requirió a éstas para remitieran copia certificada del nombramiento que los acreditara como tales; para que señalaran personas y domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; y que una vez, que sea decretado el cierre de instrucción no se atendería la información que fuese enviada.

SEXTO. Informe de los sujetos obligados. Por proveído del 08 ocho de enero de 2019 dos mil diecinueve la ponente del presente asunto tuvo:
· Por recibidos dos oficios UIP/830/2018 y UIP/829/2018, firmados por el PRESIDENTE DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA Y CONSEJO DE LA JUDICATURA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO y por el DIRECTOR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA.

· Por reconocida su personalidad. 

· Por expresados los argumentos relacionados con el presente asunto.

· Por señalando domicilio y profesionistas para oír y recibir notificaciones.


Respecto de la parte recurrente, se advirtió que no compareció a realizar las manifestaciones que a su derecho conviniera – ofrecer pruebas y alegar.
SÉPTIMO. Ampliación del plazo para resolver. Por auto de 21 veintiuno de enero de 2018 dos mil dieciocho, la ponente decretó la ampliación del plazo para resolver el presente asunto, ello de conformidad con el Lineamiento Décimo Noveno de los Lineamientos para la Recepción, Sustanciación, Resolución y Cumplimiento de los Recursos de Revisión promovidos ante la CEGAIP, emitidos en la Sesión de Pleno Ordinaria de Consejo celebrada el 07 siete de noviembre de 2017 dos mil diecisiete, y publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado el 15 de febrero de 2018 dos mil dieciocho.

Para concluir, la ponente declaró cerrado el periodo de instrucción y procedió a elaborar el proyecto de resolución respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública es competente para conocer del presente asunto, de acuerdo con los artículos 6, párrafo cuarto, apartado A, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 17, fracción III, párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 27, primer párrafo, 34, fracciones I y II, 35, fracción I, y 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública de este Estado. 

SEGUNDO. Procedencia. El presente recurso de revisión es procedente en términos del artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado ya que la recurrente se inconforma por respuesta recaída a su solicitud de acceso a la información pública por parte del sujeto obligado. 

TERCERO. Oportunidad del recurso. La interposición del escrito inicial del recurso de revisión fue oportuna al presentarse dentro del plazo de quince días a que se refiere el artículo 166 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, como se expone a continuación:

· El 29 veintinueve de octubre de 2018 dos mil dieciocho el solicitante de la información fue notificado de la respuesta a su solicitud.

· Por lo tanto, el plazo de los quince días hábiles para interponer el recurso de revisión transcurrió del día 30 treinta de noviembre de 2018 dos mil dieciocho al 07 siete de enero de 2019 dos mil diecinueve 

· Se deben de descontar de dicho cómputo por ser inhábiles los días 01 uno, 02 dos, 08 ocho, 09 nueve, 15 quince, 16 dieciséis de diciembre de 2018 dos mil dieciocho y del 19 diecinueve de diciembre de 2018 dos mil dieciocho al 06 seis de enero de 2019 dos mil diecinueve, por haber transcurrido el segundo periodo vacacional para esta Comisión según el calendario de actividades aprobado en sesión ordinaria del 15 quince del quince de enero de 2018 dos mil dieciocho.
· Consecuentemente si el 10 diez de noviembre de 2018 dos mil dieciocho, el recurrente interpuso el citado medio de impugnación ante esta Comisión de Transparencia, mismo que quedó presentado ante la Oficialía de Partes de esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública el día 12 doce del referido mes y año, es decir al día hábil siguiente al que fue interpuesto, por haber sido interpuesto ante el sistema en día inhábil, ello de conformidad con el Acuerdo de Pleno S.O. CEGAIP-208/2014.

CUARTO. Certeza del acto reclamado. Son ciertos los actos reclamados atribuidos a los sujetos obligados en virtud de que así lo reconocieron en su informe.

QUINTO. Causales de improcedencia. Las causales de improcedencia previstas en el artículo 179 de la Ley de Transparencia son de estudio oficioso y preferente a cualquier otra cuestión planteada. En el caso al no existir causas de improcedencia invocada por las partes o advertida por este órgano colegiado se analiza el fondo de la cuestión planteada.

SEXTO. Estudio de los agravios.  


6.1. Agravios.


El hoy recurrente manifestó como motivos de inconformidad lo siguiente:

“… LA RESPUESTA DEL ENTE OBLIGADO CONTENIDA EN EL OFICIO UIP/ 712/2018 del 29 de octubre de 2018

EN RAZON DE QUE NO ATIENDE LA SOLICITUD DE INFORMACIÓN CONFORME A LA INFORMACION SOLICITADA EN TERMINOS DE LOS ARTÍCULOS 97,98,99 Y 100 DE LA LEY ORGANICA DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO REFERENTE AL DOCUMENTO DONDE CONSTE QUE LOS TITULARES DE LOS ORGANOS Y AREAS QUE SEÑALE EN MI PETICION ACREDITARON  CONTAR CON LA EXPERIENCIA PROFESIONAL REQUERIDA PARA OCUPAR EL CARGO. Y EL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA SIN EFECTUAR NINGUNA GESTION INTERNA SE LIMITA A DECIR QUE SE ESTAN DIGITALIZANDO LOS TITULOS PROFESIONALES Y QUE UNA VEZ QUE SE TERMINE ESA ACTIVIDAD SE PUBLICARAN. SIENDO EVIDENTE QUE DICHA RESPUESTA NO ES ACORDE CON LO QUE SOLICITE YA QUE EL TITULO PROFESIONAL ACREDITA QUE SE TERMINARON LOS ESTUDIOS PROFESIONALES PERO NO LA EXPERIENCIA PROFESIONAL. Y ADEMAS SOLICITE LA INFORMACION EN FORMATO ELECTRONICO Y QUE LA ENVIARAN A MI CORREO. EN CONSECUENCIA DEBERA REVOCARSE LA RESPUESTA Y OBLIGAR AL SUJETO OBLIGADO A ENTREGAR LA INFORMACIÓN SOLICITADA Y QUEDANDO EN EVIDENCIA DE NUEVA CUENTA LA FALTA  DE TRANSPARENCIA CON LA QUE SE CONDUCE EL TITULAR DE LA UNIDAD DE TRANSPARENCIA DEL SUJETO OBLIGADO YA QUE INCUMPLE DE FORMA REITERADA CON SU OBLIGACION DE GESTIONAR LA INFORMACIÓN Y DE MOTOU PROPIO OTORGA LA RESPUESTA SIN SER EL AREA QUE DE ACUERDO CON LA NORMATIVIDAD DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO GENERA, POSEE O ADMINISTRA DICHA INFORMACION…” (Sic)

6.1.1. Estudio de la respuesta.
En el caso concreto de la respuesta primigenia  se advierte que este informó en escencia lo siguente: “…Se informa que al dia de la fecha, la Direccion de Recursos Humanos, se encuentra digitalizando los titulos profesionales, por lo que una vez que se finalice con su digitalizacion se publicaran los mismos tanto en la Plataforma Nacional de Transparencia como en la Nacional, de conformidad con lo señalado por el artículo 84 fraccion , de la Ley de Transparencia, así como con lo señalado por el Vigésimo Quinto de los Lineamientos Estatales para la Difusion, disposicion y Obligaciones de Transparencia.   

Ahora bien, previo al análisis de fondo se trae a contexto los siguientes preceptos de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí:
“…ARTÍCULO 19. Se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. 

En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia. 

ARTÍCULO 20. Ante la negativa del acceso a la información o su inexistencia, el sujeto obligado deberá demostrar que la información solicitada está prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones.

ARTÍCULO 143. Las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deberán garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información, mediante solicitudes de información y deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mismas, de conformidad con las bases establecidas en el presente Título. 

ARTÍCULO 151. Los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los Documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en que el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita. 

En el caso de que la información solicitada consista en bases de datos se deberá privilegiar la entrega de la misma en Formatos Abiertos. 

ARTÍCULO 153. Las Unidades de Transparencia deberán garantizar que las solicitudes se turnen a todas las Áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones, con el objeto de que realicen una búsqueda exhaustiva y razonable de la información solicitada. 

De los preceptos transcritos, se advierte que las Unidades de Transparencia de los sujetos obligados deben garantizar las medidas y condiciones de accesibilidad para que toda persona pueda ejercer el derecho de acceso a la información, mediante solicitudes de información y deberá apoyar al solicitante en la elaboración de las mismas.

Asimismo, se establece que los sujetos obligados deberán otorgar acceso a los documentos que se encuentren en sus archivos o que estén obligados a documentar de acuerdo con sus facultades, competencias o funciones en el formato en el solicitante manifieste, de entre aquellos formatos existentes, conforme a las características físicas de la información o del lugar donde se encuentre así lo permita.

Así, prevé que se presume que la información debe existir si se refiere a las facultades, competencias y funciones que los ordenamientos jurídicos aplicables otorgan a los sujetos obligados. En los casos en que ciertas facultades, competencias o funciones no se hayan ejercido, se debe motivar la respuesta en función de las causas que motiven la inexistencia. 

Además, ante la negativa del Acceso a la Información o su inexistencia el sujeto obligado debe demostrar que la información solicitada esta prevista en alguna de las excepciones contenidas en esta Ley o, en su caso, demostrar que la información no se refiere a alguna de sus facultades, competencias o funciones. 

Se debe garantizar que las solicitudes se turnen a todas las áreas competentes que cuenten con la información o deban tenerla de acuerdo a sus facultades, competencias y funciones.

Dicho lo anterior es dable colegir que la presente Resolución tiene por objeto determinar lo siguiente: 

· Determinar si en el derecho de acceso efectuado en la solicitud de folio 00801518, se ajustó a los principios que rigen en materia de transparencia y acceso a la información pública, es decir, verificar en el procedimiento de acceso que se examina, se haya sustanciado de manera sencilla y expedita, y en su caso, si resulta procedente ordenar la entrega de la información solicitada, de conformidad con lo dispuesto por la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
6.1.2. Informe del sujeto obligado.

En el informe que rindieron los sujetos obligados ante esta Comisión, a través de los oficios UIP/830/2018 y UIP/829/2018 manifestaron en el apartado de sus Alegatos entre otros que por su parte el numeral 25 señala que para el ejercicio cualquiera de las profesiones entre otros, fracción II poseer titulo legalmente expedido y debidamente registrado ; por ello la experiencia para ejercer una profesión se contabiliza desde el momento en que se emite el documento oficial que en el presente caso es el título profesional para ejercer una profesión, además los artículos 51 y 52 del Reglamento de la Ley Reglamentaria del artículo 5° Constitucional faculta a la Dirección General de Profesiones el que puedan ejercer como pasantes, es decir, desarrollar practicas de la profesión estudiada con el objeto de adquirir conocimientos y habilidades. 
Del mismo modo, el sujeto obligado reitera en sus términos la respuesta otorgada al peticionario mediante oficios UIP 712/2018 en el sentido de que, cuando la direccion de Recursos Humanos finalice el proceso de digitalizacion de los Titulos Profesionales de los servidores publicos que se encuentren obligados a ello se publicaran los mismos en la Plataforma Nacional de Transparencia como en la Nacional, de conformidad con lo señalado por el artículo 84 fraccion X, de la Ley de Transparencia, así como con lo señalado por el Vigésimo Quinto de los Lineamientos Estatales para la Difusion, Disposicion y Evaluacion de las Obligaciones de Transparencia comunes y especificas.   


6.1.3. Agravio fundado.

Lo dicho por el sujeto obligado en su informe no es congruente en el sentido de que la experiencia para ejercer una profesión se contabiliza desde el momento en que se emite el documento oficial que en el presente caso es el título profesional.

Lo anterior es porque para sustentar su dicho citó los artículos 25, 51 y 52 del Reglamento de la Ley Reglamentaria del artículo 5° Constitucional que refieren:

ARTICULO 25.- El archivo, del registro será público y el Director de Profesiones está obligado a expedir certificaciones de las constancias del mismo, cuando así se le solicite por escrito. A
ARTICULO 51.- Se entiende por pasante al estudiante que ha concluido el primer año de la carrera en la de dos años; el segundo en las de tres y cuatro años, y el tercero en las de mayor duración. 

ARTICULO 52.- La práctica profesional de los pasantes se autorizará por la Dirección General de Profesiones cuando se satisfagan los requisitos siguientes:
a).- Ser alumno actual de un plantel profesional;

 b).- Haber concluido el primer año de la carrera en las de dos años, el segundo en las de tres y cuatro años y el tercero en las de mayor duración; 

c).- Ser de buena conducta; 

d).- No tener más de un año de concluidos los estudios;

e).- Poseer la competencia necesaria, siendo presunción contraria a ella el tener un promedio inferior a 7; 

f).- Someterse al consejo y dirección de un profesionista con título requisitado conforme a la ley.

En tal virtud, se considera que la respuesta emitida carece de fundamento legal, esto de conformidad con la tesis de jurisprudencia I.3o.C. J/47, emitida por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, misma que dispone:

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. LA DIFERENCIA ENTRE LA FALTA Y LA INDEBIDA SATISFACCIÓN DE AMBOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES TRASCIENDE AL ORDEN EN QUE DEBEN ESTUDIARSE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN Y A LOS EFECTOS DEL FALLO PROTECTOR.

La falta de fundamentación y motivación es una violación formal diversa a la indebida o incorrecta fundamentación y motivación, que es una violación material o de fondo, siendo distintos los efectos que genera la existencia de una u otra, por lo que el estudio de aquella omisión debe hacerse de manera previa. En efecto, el artículo 16 constitucional establece, en su primer párrafo, el imperativo para las autoridades de fundar y motivar sus actos que incidan en la esfera de los gobernados, pero la contravención al mandato constitucional que exige la expresión de ambas en los actos de autoridad puede revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la correspondiente a su incorrección. Se produce la falta de fundamentación y motivación, cuando se omite expresar el dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis prevista en esa norma jurídica. En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable al asunto por las características específicas de éste que impiden su adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están en disonancia con el contenido de la norma legal que se aplica en el caso. De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de normas y los razonamientos formulados por la autoridad con el caso concreto. La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de elementos ínsitos, connaturales, al mismo por virtud de un imperativo constitucional, por lo que, advertida su ausencia mediante la simple lectura del acto reclamado, procederá conceder el amparo solicitado; y en el segundo caso consiste en una violación material o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos, lo cual, por regla general, también dará lugar a un fallo protector, sin embargo, será menester un previo análisis del contenido del asunto para llegar a concluir la mencionada incorrección. Por virtud de esa nota distintiva, los efectos de la concesión del amparo, tratándose de una resolución jurisdiccional, son igualmente diversos en uno y otro caso, pues aunque existe un elemento común, o sea, que la autoridad deje insubsistente el acto inconstitucional, en el primer supuesto será para que subsane la irregularidad expresando la fundamentación y motivación antes ausente, y en el segundo para que aporte fundamentos y motivos diferentes a los que formuló previamente. La apuntada diferencia trasciende, igualmente, al orden en que se deberán estudiar los argumentos que hagan valer los quejosos, ya que si en un caso se advierte la carencia de los requisitos constitucionales de que se trata, es decir, una violación formal, se concederá el amparo para los efectos indicados, con exclusión del análisis de los motivos de disenso que, concurriendo con los atinentes al defecto, versen sobre la incorrección de ambos elementos inherentes al acto de autoridad; empero, si han sido satisfechos aquéllos, será factible el estudio de la indebida fundamentación y motivación, esto es, de la violación material o de fondo”.

En razón de lo expuesto y de la tesis citada, la autoridad al emitir su respuesta debe fundamentar y motivar su actuar, pero además un punto crucial en este Derecho es permitir el acceso a documentos que efectivamente emanen del ejercicio de la competencia, atribuciones o facultades del sujeto obligado, puesto que el contenido constitucionalmente garantizado por el derecho de acceso a la información pública no sólo comprende la mera posibilidad de acceder a la información solicitada, y correlativamente, la obligación de otorgarla por parte de los entes públicos, ya que si tal fuese sólo su contenido protegido constitucionalmente, se correría el riesgo de que este derecho y los fines que con su reconocimiento se persiguen, resultaran burlados cuando los organismos públicos entregasen cualquier tipo de información, independientemente de su veracidad o no.
De ahí que ha quedado establecido, el Sujeto Obligado no fundó ni motivó debidamente su respuesta.
Además, no pasa inadvertido para esta Comisión que dichos argumentos manifestados en el escrito de informe rendido ante este Órgano Colegiado no los hizo del conocimiento del hoy recurrente en la respuesta impugnada, por lo que es necesario aclarar al sujeto obligado que el informe de ley no es la vía para que el sujeto obligado mejore su respuesta, tan es así, que los funcionarios que comparecen en el presente asunto no adjuntaron pruebas o en su defecto la constancia de notificación realizada al peticionario, de las que se adviertan que este haya hecho del conocimiento las manifestaciones realizadas ante esta Comisión.

Por otra parte, resulta aplicable traer a colación que el Manual de Procedimientos, Organización y Métodos del Consejo de la Judicatura contempla lo siguiente:

“…Órganos del consejo:  Órganos auxiliares y órganos de apoyo, así como los mencionados en los Títulos Tercero y Cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de San Luis Potosí…”  

Así que en el caso que aquí nos ocupa, tenemos que la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado refieren que: 
ARTICULO 97. Para su adecuado funcionamiento, el Consejo de la Judicatura contará con los siguientes órganos auxiliares: el Instituto de Estudios Judiciales, Promoción, y Desarrollo de los Derechos Humanos; la Visitaduría Judicial; la Contraloría del Poder Judicial del Estado; la Dirección Jurídica; la Unidad de Estadística y Seguimiento; y el Centro Estatal de Mediación y Conciliación. 

ARTICULO 98. Los titulares de los órganos del Consejo que se señalan en el artículo anterior, deberán tener título legalmente expedido, de una profesión afín a las funciones que deban desempeñar, con experiencia profesional mínima de cinco años. 

ARTICULO 99. El Pleno del Consejo de la Judicatura contará con los secretarios ejecutivos y personal subalterno que pueda incluirse en el presupuesto, los cuales podrán ser nombrados y removidos, de conformidad con lo previsto en esta Ley. 

ARTICULO 100. Los secretarios ejecutivos apoyarán las labores del Consejo, deberán tener título profesional legalmente expedido en alguna profesión afín a las facultades del Consejo de la Judicatura, y contar con experiencia profesional mínima de tres años.  

6.2. Información pública.


En el caso, parte información que también solicitó el hoy recurrente es pública en virtud de que el solicitante pidió a la autoridad información sobre el artículo 84, fracción X, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, es decir, información que el sujeto obligado debe de transparentar en términos del artículo 3° fracción XX de esa ley, en otras palabras, la información solicitada es pública.

“ARTÍCULO 84. Los sujetos obligados pondrán a disposición del público y mantendrán actualizada, en los respectivos medios electrónicos, de acuerdo con sus facultades, atribuciones, funciones u objeto social, según corresponda, la información, por lo menos, de los temas, documentos y políticas que a continuación se señalan:

[…]
X. El directorio de todos los servidores públicos, independientemente de que brinden atención al público; manejen o apliquen recursos públicos; realicen actos de autoridad o presten servicios profesionales bajo el régimen de confianza u honorarios y personal de base. El directorio deberá incluir, al menos el nombre, cargo o nombramiento asignado, nivel del puesto en la estructura orgánica, fecha de alta en el cargo, número telefónico, domicilio para recibir correspondencia y dirección de correo electrónico oficiales, y versión pública de su currículum vitae que deberá contener, la copia correspondiente al título profesional y cédula que acredite su ultimo grado de estudios;
ARTÍCULO 3°. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

XX. Obligaciones de Transparencia: la información que los sujetos obligados deben difundir de manera obligatoria, permanente y actualizada, sin que medie para ello, solicitud de acceso;

Así, el 4 cuatro de mayo de 2016 dos mil dieciséis fueron publicados en el Diario Oficial de la Federación los Lineamientos Técnicos Generales para la Publicación, Homologación y Estandarización de la Información de las obligaciones establecidas en el Título Quinto y en la fracción IV del artículo 31 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que deben difundir los sujetos obligados en los portales de internet y en la Plataforma Nacional de Transparencia –en adelante los lineamientos– mismo que en el acuerdo segundo
 se dijo que dichos lineamientos entrarían en vigor al día siguiente de su publicación.

Sin embargo, el 07 siete de julio de 2018 dos mil dieciocho, fueron publicados en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, Lineamientos Estatales para la Difusion, Disposicion y Evaluacion de las Obligaciones de Transparencia comunes y especificas que deben difundir los sujetos obligados en los portales de internet y en la Plataforma Estatal de Transparencia, mismos que entrarían en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí.

.   

6.3. Modalidad de entrega.

Ahora, los artículos 17, 146, fracción V, primer párrafo y 155, de la Ley de Transparencia establecen que:

“…ARTÍCULO 17. El ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada. 
En ningún caso los ajustes razonables que se realicen para el acceso de la información de solicitantes con discapacidad, será con costo a los mismos…”

“…ARTÍCULO 146. Para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos que los siguientes: 

[…]
V. La modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, la cual podrá ser verbal, siempre y cuando sea para fines de orientación, mediante consulta directa, mediante la expedición de copias simples o certificadas o la reproducción en cualquier otro medio, incluidos los electrónicos…”

Así, el acceso se dará en la modalidad de entrega elegido por el solicitante –y que cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega– y que, en cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

Que, por lo tanto, el ejercicio del derecho de acceso a la información es gratuito y sólo podrá requerirse el cobro correspondiente a la modalidad de reproducción y entrega solicitada.

De ahí que para presentar una solicitud no se podrán exigir mayores requisitos, entre lo que se encuentra el de la modalidad en la que prefiere se otorgue el acceso a la información, por ello, la regla es que el acceso se dará en la modalidad de solicitada y, en su caso, de envío elegidos por el solicitante y, la excepción es cuando la información no pueda entregarse o enviarse en la modalidad elegida, por lo que el sujeto obligado deberá ofrecer otra u otras modalidades de entrega. En cualquier caso, se deberá fundar y motivar la necesidad de ofrecer otras modalidades.

En el caso, la solicitud de información fue realizada por el solicitante a través de la Plataforma Nacional de Transparencia y aunque, si bien es cierto es que el recurrente no expresó la modalidad de entrega de la información, sin embargo, tal omisión no implica la discrecionalidad del sujeto obligado para que entregue la información peticionada en la modalidad que prefiera, puesto que si el solicitante presentó la solicitud de información por medios electrónicos, entonces, se está en el supuesto de que la autoridad debe entregar la información peticionada por ese mismo medio.

Lo anterior, incluso encuentra sustento en el criterio 03/2008 emitido por el Comité de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado en la Compilación de Normas y Criterios en Materia de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Edición, página 919, México 2013 cuyo rubro y texto es:

MODALIDAD ELECTRÓNICA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. SI SE RECIBE UNA SOLICITUD POR MEDIOS ELECTRÓNICOS SIN PRECISAR LA MODALIDAD DE PREFERENCIA DEBE PRESUMIRSE QUE SE REQUIRIÓ EL ACCESO POR ESA MISMA VÍA. El ejercicio del derecho de acceso a la información gubernamental no se entiende de forma abstracta y desvinculada a la forma en que los gobernados pueden allegarse de aquélla; destacándose que la modalidad de entrega de la información resulta de especial interés para hacer efectivo este derecho. En este sentido, la Comisión para la Transparencia y Acceso a la Información de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (recurso de revisión 1/2005) determinó que el acceso a la información no se cumple de forma íntegra cuando se entrega la información al peticionario en una modalidad diversa a la solicitada, cuando esta fue la remisión por medios electrónicos, toda vez que el otorgamiento en una diversa puede constituir un obstáculo material para el ejercicio del derecho de acceso a la información tutelado en el artículo 6° constitucional. Por lo tanto, si el peticionario solicita por vía electrónica determinada información sin precisar la modalidad de su preferencia debe presumirse que la requiere por esa misma vía.

Criterio que de conformidad con el artículo 7°
 de la Ley de Transparencia resulta aplicable al caso concreto, pues el mismo es para hacer efectivo el derecho de acceso a la información pública, ya que orienta a esta Comisión de Transparencia para favorecer el principio de máxima publicidad y disponibilidad de la información en posesión del sujeto obligado. 

Sentado lo anterior, la entrega de la información deberá de hacerse por el medio designado por el recurrente y, sólo en caso de que sujeto obligado no ofrezca esa modalidad entonces deberá de fundar y motivar su respuesta del porqué no la tiene en esa modalidad, así como de ofrecer todos aquéllos para que el recurrente pueda allegarse de la información.

En el entendido de que, si el sujeto obligado no tiene la información en la modalidad electrónica debe atender los artículos 22, 62 y 165
, esto es propiciar las condiciones necesarias para que el procedimiento de acceso y la información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples, en atención al principio de máxima publicidad, ello en virtud de que sólo en caso de que no se le pueda permitir al solicitante la información en dichos medios electrónicos.


Además de que, si no cuenta con la información en medios electrónicos –aparte de la entrega de forma gratuita de no más de veinte hojas– el sujeto obligado para la reproducción de la información, debe de proporcionar todos aquéllos elementos que le permitan al recurrente conocer, por un lado, la imposibilidad técnica que aduce para enviarla de forma electrónica y, por otro lado, para conocer de cuántos documentos o fojas consta la información, así como los costos de la reproducción de la información, horarios de atención al público, lugar de las oficinas para el pago y entrega de la información y servidor o servidores públicos responsables de la atención.


6.4. Sentido y Efectos de la Resolución.  
En las condiciones anotadas y, al haber resultado fundado el agravio que hizo valer el recurrente, lo procedente es que este Órgano Colegiado de conformidad con el artículo 175, fracción III, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado revoque la respuesta proporcionada por los sujetos obligados y, éstos emitan otra en la que:

· Proporcione al ahora recurrente el documento donde conste que los titulares de los siguientes órganos del Consejo de la Judicatura: el Instituto de Estudios Judiciales, Promoción, y Desarrollo de los Derechos Humanos; la Visitaduría Judicial; la Contraloría del Poder Judicial del Estado; la Dirección Jurídica; la Unidad de Estadística y Seguimiento; y el Centro Estatal de Mediación y Conciliación; así como de los secretarios ejecutivos de administración, pleno y carrera judicial y el de vigilancia y disciplina, acreditaron previo a su designación contar con la experiencia profesional de la profesión que ostentan.  
6.5. Precisiones de esta resolución.

· En cuanto a lo ordenado, se reitera que la información debe de entregarse en la modalidad solicitada en la inteligencia de que en virtud de que la recurrente expresó que la modalidad de entrega de la información fuera la electrónica, y toda vez que ya no es posible que la autoridad proporcione la información solicitada mediante la Plataforma Nacional de Transparencia San Luis Potosí, ésta deberá hacerlo a través del correo electrónico señalado por la particular para oír y recibir notificaciones. 

· De conformidad con lo establecido en el Considerando sexto punto 6.1.4, el Sujeto Obligado deberá atender de manera individual cada folio de solicitud de acceso.
· El sujeto obligado deberá cuidar en todo momento que la información que entregará no contenga datos personales o confidenciales, pues en caso de contener información con esos datos, deberá elaborar la versión pública. 

6.6. Plazo de diez días hábiles para el cumplimento de esta resolución.

Con fundamento en el artículo 175 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado, este órgano colegiado le concede al sujeto obligado el plazo de diez días para la entrega de la información, plazo que es el que está Comisión de Transparencia considera que es suficiente, ya que es el máximo autorizado por el citado precepto.

6.7. Informe sobre el cumplimento a la resolución dentro del plazo de tres días hábiles.

De conformidad con el artículo 177, segundo párrafo, el sujeto obligado deberá de informar a esta Comisión de Transparencia el cumplimento a la presente resolución en un plazo que no deberá de exceder de tres días siguientes a los diez días que tiene para la entrega de la información en donde justificará con los documentos necesarios el cumplimento a lo aquí ordenado.

6.8. Medida de apremio en caso de incumplimiento a la resolución.

Esta Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública apercibe al sujeto obligado que, en caso de no acatar la presente resolución, podrá ser acreedor de alguna de las medidas de apremio establecidas en el artículo 190 de la Ley de Transparencia, en virtud de que este órgano colegiado debe de garantizar el debido cumplimiento al derecho humano de acceso a la información pública.  

RESOLUTIVO
Por lo expuesto y fundado, SE RESUELVE:

ÚNICO. Se Revoca la respuesta del sujeto obligado por las razones y fundamentos expuestos en el considerando sexto de la presente resolución
Notifíquese; por oficio a las autoridades y a la recurrente por el medio que designó.

Así, por unanimidad de votos lo resolvió la Comisión Estatal de Garantía de Acceso a la Información Pública, integrada por los Comisionados Licenciados Mariajosé González Zarzosa, Mtro. Alejandro Lafuente Torres, Paulina Sánchez Pérez del Pozo, Presidente, siendo ponente la última de los nombrados, quienes, en unión de la Licenciada Rosa María Motilla García, Secretaria de Pleno que da fe, firman esta resolución.    
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L/MEMH 
� Visible en a foja 1 y 2 de autos. 


� Visible la fojas 2 y 3 de autos. 


� ACUERDO… SEGUNDO. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.


� ARTICULO 7. El derecho de acceso a la información o la clasificación de la información se interpretarán bajo los principios establecidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; y la presente Ley. En la aplicación e interpretación de la presente Ley deberá prevalecer el principio de máxima publicidad, conforme a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; así como en las resoluciones y sentencias vinculantes que emitan los órganos nacionales e internacionales especializados, favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. Para el caso de la interpretación, se podrá tomar en cuenta los criterios, determinaciones y opiniones de los organismos nacionales e internacionales, en materia de transparencia. Las disposiciones que regulen aspectos de transparencia y acceso a la información previstas en la legislación Estatal en su conjunto, deberán interpretarse armónicamente con la Ley General, atendiendo al principio pro persona.


� ARTÍCULO 22. En el procedimiento de acceso, entrega y publicación de la información se propiciarán las condiciones necesarias para que ésta sea accesible a cualquier persona.


ARTÍCULO 62. Los sujetos obligados deberán atender al principio de máxima publicidad, permitiendo que la información pública se difunda en medios electrónicos que facilite su reproducción directa por el interesado o solicitante. En los demás casos, respetando el principio de gratuidad, los sujetos obligados observarán las cuotas que se fijen en sus respectivas Leyes de Ingresos por su reproducción. 


Los sujetos obligados que por su naturaleza jurídica no cuenten con Ley de Ingresos, deberá remitirse a la Ley de Ingresos del Estado o Municipios, según corresponda.


ARTÍCULO 165. En caso de existir costos para obtener la información, deberán cubrirse de manera previa a la entrega y no podrán ser superiores a la suma de: […] La información deberá ser entregada sin costo, cuando implique la entrega de no más de veinte hojas simples. Las unidades de transparencia podrán exceptuar el pago de reproducción y envío atendiendo a las circunstancias socioeconómicas del solicitante… 





